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E N C I F R A SEficiencia e impacto del gasto:
políticas públicas de seguridad11

De los indicadores presentados, se puede concluir
que en el país la seguridad ciudadana tiene una alta
prioridad por la cantidad de recursos que el estado
emplea en los distintos sectores. No obstante, se ha
visto que los fondos se orientan fundamentalmente a
cubrir gastos corrientes y, en par ticular, a gastos en
personal. Esto permite caracterizar al aparato de
seguridad del Ecuador como un sistema enfocado
principalmente en el control.

Empero, en América Latina se han estudiado
varias opciones para generar mayor seguridad ciuda-
dana y lograr una mayor calidad en el uso de recur-
sos. Estas opciones se orientan a una integralidad de
políticas, focalizadas en la prevención de factores de
riesgo con incidencia en la violencia delictiva, medidas
de control policial y medidas preventivas de segui-
miento policial12.

En cuanto a las medidas preventivas, las propues-
tas incluyen programas educacionales, organización
comunitaria, control de la venta de alcohol, tráfico de
drogas y porte de armas, el combate de la pobreza y
la desigualdad, entre otros. Las medidas de control
por su parte están vinculadas a reformas de los siste-
mas judicial, policial y penitenciario.

En relación al sistema judicial, la reforma plantea la
flexibilización de los procedimientos, una mayor coor-
dinación entre el sistema judicial y la Policía, y la revi-
sión de las penas por delitos y tratamiento a las vícti-
mas de actos delincuenciales. Las reformas al sistema
policial, por su parte, generalmente están asociadas a
la revisión de planes estratégicos, la profesionalización
de la policía, la priorización de actividades de control
sobre actividades administrativas, el aumento de per-
sonal, el incremento de salarios y el fortalecimiento de
organismos de control policial anticorrupción. En el
sistema penitenciario existen propuestas referidas a la
aplicación de instrumentos internacionales en los sis-
temas carcelarios, mejorar las asignaciones presupues-
tarias, aceleración de procesos de administración de la
justicia y endurecimiento de las penas.

En Ecuador, estos temas se han abordado trans-
versalmente. En el área de prevención se han desarro-
llado, por ejemplo, los programas de vigilancia comu-
nitaria o los programas educativos escolares sobre
prudencia en el consumo de alcohol y otras sustan-
cias.También se han planteado reformas orientadas al
incremento del control, que se vinculan a reestructu-
raciones de los sistemas judiciales y penitenciarios
(revisión de las penas), así como del sistema policial
(aumento de la dotación de personal, revisión de sala-
rios, entre otros).

En concreto, en el año 2003 se creó la Comisión
de Aplicación de la Reforma Procesal Penal, cuyas fun-
ciones incluían, entre otras, el diseño de políticas gene-
rales y específicas para la aplicación del nuevo sistema
procesal penal y la búsqueda de herramientas idóne-
as de coordinación interinstitucional y de gestión para
garantizar la operatividad del nuevo sistema y su
transparencia. En el año 2006 se inició el proceso de
unificación salarial entre funcionarios de la seguridad.

Otro elemento sobre el cual es necesario traba-
jar es la elaboración y mejora de  sistemas estadísticos
que permitan disponer de referentes para estimar los

costos asociados a la provisión de la seguridad ciuda-
dana. Estos sistemas deben tener indicadores clara-
mente identificados y asegurar la fiabilidad de la infor-
mación y su actualización oportuna. La disponibilidad
de estos sistemas facilita la cuantificación de costos
económicos y la adopción de medidas idóneas que
estén orientadas hacia la prevención.

En este info rme se han presentado estadísticas
sobre los costos directos del estado ecuatoriano en
actividades estrechamente relacionadas a la seguri d a d
p ú bl i c a . Sin embarg o, existen otros costos asociados1 3

al sistema de salud, vivienda y otros servicios sociales
que están vinculados con el tema de seguri d a d .
También deben considera rse costos indirectos como
m o r b i l i d a d , m o rtalidad (principalmente por causas vio-
l e n t a s : h o m i c i d i o s , s u i c i d i o s ) , a buso de alcohol y drogas,
desórdenes depresivo s , entre otros. A s i m i s m o, e s
n e c e s a rio tomar en cuenta el costo de efectos mu l t i-
plicadores económicos, como impactos en el mercado
l a b o ral y la productividad interg e n e ra c i o n a l , y otros
e fectos multiplicadores sociales asociados al deteri o r o
de las relaciones interp e rsonales y la calidad de vida.1 4

Es entonces de fundamental importancia tra b a j a r
i n t e g ralmente el tema de la seguridad con el fin de
m i n i m i z a r, no sólo los costos económicos, sino también
los costos para el desarrollo social y humano. Es decir,
medir el t rade off factores sociales-seguri d a d , y bu s c a r
un equilibrio que minimice los costos asociados y maxi-
mice los beneficios esperados sobre la pobl a c i ó n .
Siguiendo esta línea la equidad en el acceso a la seguri-
dad debe ser una meta a través de la cual se bu s q u e
atender a los sectores más vulnera bles de la pobl a c i ó n .

Este proceso requiere implementar un sistema de
p l a n i ficación que permita valorar exactamente las nece-
s i d a d e s , d e finir e implementar políticas, e v a l u a rlas y
medir sus impactos.De este modo se podrá determ i n a r
si el rumbo de acción es el correcto o si es necesari o
adoptar medidas corr e c t i v a s . El presupuesto es el insu-
mo a través del cual se materializan estos elementos
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Si bien el presupuesto puede defi n i rse como las asigna-
ciones que hace el estado a un sector determ i n a d o, e n
este caso al de seguridad pública y ciudadana; p a ra

poder proponer políticas públicas en esta materia también es
p e r tinente tomar en cuenta que hay otros montos destinados
al mejoramiento de la seguridad provenientes de rubros no
contemplados en el Presupuesto General del Estado (PGE).
Por ejemplo, en Quito existe una tasa de seguridad ciudadana
a d m i n i s t rada por la Corp o ración Metropolitana de Seguri d a d
C i u d a d a n a , que alcanza aproximadamente cinco millones de
dólares al año, la Dirección Nacional de Rehabilitación Social
hasta hace poco tiempo se financiaba únicamente de las mu l-
tas de cheques protestados, y no se debe olvidar que desde
hace cinco años la cooperación internacional canaliza recurs o s
con la pretensión de apoyar proyectos de seguridad ciudada-
na en el país.

En este análisis se consideran tres elementos claves que
permiten evaluar la actual política presupuestaria de seguridad
pública y ciudadana : 1) no es posible hablar del sector seguri-
dad pública y ciudadana en función del PGE bajo la actual clasi-
ficación presupuestaria; 2) las asignaciones del estado a nivel
nacional y local, así como las provenientes de la cooperación
internacional, no tienen un enfoque claro de seguridad ciudada-
na; y 3) toda transferencia de recursos públicos y privados hacia
el sector seguridad debe ser controlada por el Ministerio de
Gobierno y fiscalizada por la ciudadanía.

En primera instancia, es lógico que no exista un criterio de
seguridad pública y ciudadana en el PGE acorde con el tono del
debate actual dado que el esquema utilizado responde a nece-
sidades e intereses anteriores a los problemas que ahora se
plantean. A modo de ejemplo, el sistema penal es considerado
como parte del sistema judicial y no como un elemento de la
seguridad pública y ciudadana. Por tanto, es necesario discutir
una nueva metodología de distribución de recursos.Ahora bien,

esto no implica una simple reforma legal o reglamentaria basa-
da en el sentido común de los legisladores del Congreso
Nacional, sino la reformulación técnica del sistema de asignacio-
nes del PGE basada en nuevas categorías conceptuales.

En segundo lugar, para garantizar una inversión efectiva y
acorde a los objetivos de la seguridad pública y ciudadana es
necesario definir qué se entiende por estos términos. Es lamen-
table que el gobierno haya creado una Subsecretaría de
Seguridad Ciudadana (cuyo nombre además estaba seguido de
una serie de calificativos sin sentido) careciendo de una noción
clara del concepto de seguridad ciudadana. La consecuencia
principal de esta confusión teórica fue la desaparición prematu-
ra de un ente que, en principio, iba a solucionar los problemas
actuales de inseguridad.

Por último, no es posible que a las organizaciones no guber-
namentales se les permita implementar proyectos a nivel local
sin someterse al más mínimo control del estado, escudándose
en la retórica de la participación ciudadana. Se debe tomar en
cuenta que en materia de seguridad los efectos no intenciona-
dos de dichos proyectos pueden generar mayor violencia de la
que intentan combatir.

En conclusión, las políticas públicas de seguridad pública y
ciudadana en materia de presupuesto requieren un nuevo
esquema de asignación de recursos, una definición operativa de
la seguridad pública y ciudadana que se encuentre enmarcada
en la Constitución y la ley, y tal vez lo más importante, se debe
implementar mecanismos de control estatal sobre los montos
destinados a la seguridad y dispositivos de fiscalización que
involucren a la sociedad civil. Caso contrario, so pretexto de
mejorar la seguridad, cualquier persona será capaz de ejecutar
planes y programas que no necesariamente estarán acordes a
una política de estado en materia de seguridad pública y ciuda-
dana, y que eventualmente podrían irse en contra de los inte-
reses de la ciudadanía
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